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Señora Presidenta,

Señores Representantes Permanentes,

Señores Observadores Permanentes,

Señores Delegados,

Señoras y señores,


En nombre del Secretario General José Miguel Insulza, me complace presentar el Noveno Informe Trimestral del Secretario General al Consejo Permanente sobre la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia (MAPP/OEA). 


Este informe, el cual contiene los resultados de los esfuerzos de verificación de la MAPP/OEA para el período hasta marzo de 2007, ya ha sido distribuido a los Estados Miembros.  Por lo tanto, limitaré esta presentación a los principales elementos del informe. 

En primer lugar, quiero mencionar que la etapa de post desmovilización se encuentra en un momento crucial.  En este contexto, la dinámica actual en Colombia puede desencadenar distintos escenarios.  Una posibilidad guarda relación con un proceso de verdad y justicia que pondría fin a los grupos paramilitares en las regiones, facilitando de esa manera los esfuerzos dirigidos a la reconstrucción del Estado. 

Por otro lado, la etapa post desmovilización podría acentuar la influencia de los grupos paramilitares vinculados con el tráfico de drogas.  Para evitar que ello ocurra, es vital el fortalecimiento institucional, así como el proceso de reinserción de los excombatientes y la garantía de que las fuerzas públicas responden de manera decisiva al surgimiento y expansión de los grupos armados ilegales. 


La verificación de las tendencias de rearme y la situación de seguridad en las zonas en que las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) solían operar indican que, varios meses después del fin del proceso de desarme y desmovilización, existe una situación compleja en ciertas regiones de Colombia. 


La Misión también está preocupada por la información recibida sobre la supuesta intención de algunos ex comandantes de mantener el control sobre actividades económicas ilícitas en las regiones donde operaban antes de la desmovilización. 

Después de la presentación a este órgano del Octavo Informe Trimestral, la Misión empezó a observar cambios fundamentales en la dinámica de las denominadas bandas emergentes.  Los cambios identificados en estos grupos emergentes pueden resumirse de la siguiente manera:

a) La Misión ha observado un resurgimiento de alianzas y asociaciones bajo liderazgos definidos.  En este contexto, se ha hecho evidente tanto a nivel regional como local, la presencia de articuladores (mandos de nivel medio y algunos ex comandantes de las AUC que no han respondido al llamado del gobierno de acogerse a la Ley de Justicia y Paz). 

b) La MAPP/OEA también verificó la existencia de estructuras de mando en la clandestinidad.  En este sentido, la Misión observó la participación de algunos mandos de nivel medio de las AUC desmovilizadas, quienes continúan dirigiendo estructuras ilegales en ciertas regiones. 

c) Reclutamiento y alta movilidad de los desmovilizados:  En las zonas de retorno de los combatientes desmovilizados de las AUC, se han observado presiones sobre éstos, mediante amenazas de muerte, para que participen en los grupos ilegales.  Como resultado, algunos ex combatientes han vuelto a emprender actividades ilegales, mientras que otros han sido desplazados y/o asesinados, con un alto nivel de movilidad entre las regiones y dentro de las ciudades. 

d) El modus operandi de las estructuras ilegales emergentes parece ser adaptable y flexible, ajustándose al entorno que les rodea.  Los liderazgos de estas estructuras son muy volátiles y las posibilidades de ascenso muy flexibles, generalmente mediadas por el uso de la violencia.  Por consiguiente, los actos de traición y venganza son usuales.  Ello crea una situación compleja para las fuerzas públicas, cuyas operaciones producen un impacto en las estructuras ilegales pero no logran su desarticulación. 

e) También se ha observado un impacto negativo en las comunidades y grupos de población vulnerables.  Los eventos regionales vinculados con el surgimiento, fortalecimiento y expansión de las nuevas estructuras ilegales han afectado a las poblaciones y comunidades más vulnerables.  Además, la violencia contra las mujeres sigue utilizándose como una estrategia de guerra por los actores del conflicto armado en su lucha por controlar territorios.  A su vez, las comunidades indígenas y los afrocolombianos también se han visto afectados en aquellas regiones donde se encuentran algunas de las organizaciones armadas ilegales. 



En este sentido, es importante mencionar que las mujeres han aparecido como protagonistas en la organización de las víctimas y el reclamo de sus derechos. Organizaciones como la IMP (Iniciativas de Mujeres por la Paz) y las Madres de la Candelaria, entre otras, desempeñan un papel principal en el cumplimiento de la Ley de Justicia y Paz.  Líderes como Yolanda Izquierdo, asesinada por desconocidos en Córdoba, se han convertido en símbolos de las personas que persiguen la justicia y reparación. 

f) La situación demuestra que las estructuras al servicio de los traficantes de drogas han empezado a ejercer control en los territorios donde las AUC solían operar.  La Misión recibió información sobre la creciente presencia de traficantes de drogas en el Norte del Valle, especialmente en la Costa del Pacífico, Putumayo y Caquetá. Cada vez es más evidente la relación entre los traficantes de drogas y los grupos armados ilegales o antiguas facciones de las AUC que nunca fueron desmovilizadas. 

También es importante mencionar que la Misión ha participado activamente en el mecanismo de seguimiento creado por el gobierno, participando en dos reuniones, en febrero y marzo, con el Vicepresidente, el Ministro de Defensa, el Programa de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Oficina del Vicepresidente, la Fiscalía, el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) y altos mandos de la Policía y las Fuerzas Armadas. En estas reuniones, la MAPP/OEA expresó su preocupación por las tendencias del rearme.  Cabe destacar que con la implementación de este mecanismo, el gobierno ha respondido con eficacia ante el surgimiento y permanencia de grupos armados al margen de la ley, configurándose como instrumento clave para el monitoreo del proceso. 

La Misión expresó su preocupación al Vicepresidente por la participación de combatientes desmovilizados de las AUC en la Red de Cooperantes.  La participación de ex combatientes en este mecanismo ha generado confusión y, en algunas comunidades, ha creado la percepción de una posible connivencia con las fuerzas públicas, especialmente en aquellos casos en que la población local es capaz de identificar a antiguos paramilitares que actualmente operan grupos rearmados.  Como resultado, el 25 de junio de 2007, el Ministro de Defensa emitió una Directiva dando instrucciones para el funcionamiento de la red de cooperantes. 

El documento expresa que “bajo ninguna condición se empleará a desmovilizados para que hagan parte de las Redes de Cooperantes”.  Además, da instrucciones en el sentido de que aquellos que participan en la red “… bajo ningún motivo se les empleará como guías, ni se les suministrará armas o uniformes militares o policiales, ni estarán autorizados para portar esta clase de elementos”. La Misión considera que esta directiva constituye un avance importante para desvincular a los ex combatientes de los esquemas de seguridad preventiva del Estado y para impulsar un proceso de reinserción más transparente.


En este contexto, también es importante destacar que la Policía Nacional estableció su presencia en 107 distritos y pueblos en el territorio nacional durante el período que abarca este informe.  El objetivo de estos puestos rurales es combatir las actividades de los grupos ilegales en esas zonas. 


Con respecto al proceso de reinserción, la MAPP/OEA observó las siguientes principales dificultades que afectan la reinserción de más de 30.000 ex combatientes:

· Demoras en el fortalecimiento de las instituciones responsables;

· Falta de definición e incertidumbre sobre la reestructuración del programa; y
· Falta de coordinación entre la estructura nacional, los gobiernos municipales y el sector privado. Las dos cuestiones más preocupantes, en este sentido, son los proyectos productivos y la ayuda humanitaria, beneficios muy importantes para los combatientes desmovilizados, ya que la MAPP/OEA verificó que las personas en las comunidades siguen teniendo la impresión de que el programa no facilita la reinserción socioeconómica de los beneficiarios, lo que a su vez podría ser la razón por la cual éstos tienden a reincidir en actividades ilegales. 


En relación con el seguimiento de la aplicación de la Ley 975 (la Ley de Justicia y Paz), la MAPP/OEA observó que se han registrado avances durante el período que abarca este informe.  Ello se ve reflejado en el inicio de los procesos judiciales contra varios combatientes desmovilizados, las actividades descentralizadas de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, la organización de la Procuraduría y Defensoría Pública, y otras iniciativas institucionales.


Al mismo tiempo, no obstante, las principales deficiencias observadas por la Misión provienen de lo siguiente: 
· la falta de personal en las instituciones encargadas de la implementación de la Ley; 
· la falta de esquemas eficaces de protección para las víctimas y para los fiscales y sus equipos que trabajan en el proceso; 
· la falta de un sistema de información que permita un seguimiento y monitoreo constantes de los distintos componentes vinculados con la aplicación de la Ley.


La Misión también observó que, durante este último período, la implementación de la Ley de Justicia y Paz ha pasado por momentos difíciles, como cuando los jefes de las antiguas AUC se encontraban concentrados en la prisión de máxima seguridad en Itagüí.  Sin embargo, cuando la MAPP/OEA desempeñó el papel de coordinador y mediador, dichas dificultades se superaron en diversas reuniones entre autoridades del gobierno y las partes afectadas. 


La Misión también tuvo conocimiento de que un número considerable de víctimas han decidido no participar en el proceso de Justicia y Paz, aduciendo que no cuentan con mecanismos de protección adecuados.  Se trata de un hecho que debería generar acciones concretas destinadas a proteger a estas personas. Solamente así, las víctimas tendrán una verdadera oportunidad de ver satisfechos sus derechos a la verdad, justicia y reparación. 


La MAPP/OEA también observó que la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación ha respondido bien, especialmente en la organización de actividades en el ámbito nacional. 


Como resultado, quisiera destacar lo siguiente:
· Los espacios, oportunidades y desafíos que se abren a las instituciones y sociedad colombianas después del desarme y la desmovilización de las AUC son enormes.

· El momento que vive Colombia es crucial.  O el Estado se consolida progresivamente en vastas áreas del territorio, y con ello la lucha contra la ilegalidad, o se recicla la violencia con nuevas formas y modalidades.

· La reintegración de los combatientes desmovilizados, el fortalecimiento de las instituciones y el apoyo a las comunidades constituyen tareas indelegables que deben ser atendidas y respaldadas por el apoyo internacional.

· En los territorios afectados por la violencia, el Estado colombiano está realizando esfuerzos considerables para restaurar las estructuras institucionales. Hace falta completar los avances en esta área con el fortalecimiento de otras instituciones básicas que aseguren progresivamente un mayor ejercicio de los derechos de las comunidades.

· La aplicación incipiente de la Ley de Justicia y Paz abre posibilidades que no están exentas de peligros.

· La Secretaría General reafirma su apoyo a las iniciativas de paz del Gobierno y del pueblo colombiano e insta a los países y organizaciones internacionales a redoblar los esfuerzos para consolidar las metas alcanzadas hasta ahora y abordar los desafíos derivados de ello, especialmente, el respaldo a las instituciones judiciales, a las víctimas, a las comunidades afectadas por la violencia y a los esfuerzos para entablar diálogos de paz con las demás organizaciones armadas al margen de la ley. 
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Por último, la MAPP/OEA quisiera expresar su agradecimiento por el apoyo, a través de contribuciones financieras y en especie, que ha recibido y/o sigue recibiendo de los siguientes países: Bahamas, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Corea, España, Estados Unidos, Guatemala, Irlanda, México, Noruega, Países Bajos, Suecia y Tailandia.
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